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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramos Torres, la Jueza 

Álvarez Esnard,1 y el Juez Candelaria Rosa.2 
 
Álvarez Esnard, jueza ponente. 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de abril de 2021. 

Comparece la parte recurrente, Maximo Solar Industries, Inc. 

(“Maximo Solar”), mediante recurso de revisión judicial de decisión 

administrativa, con título de “Certiorari”, presentado el 11 de 

diciembre de 2020, para solicitar la revisión de Resolución del 

Departamento de Asuntos del Consumidor (“DACo”), emitida el 7 de 

octubre de 2020, en la que denegó la solicitud de desestimación de 

la parte recurrente.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

DESESTIMAMOS el presente recurso por falta de jurisdicción.   

I. 

El 2 de mayo de 2017, Ángel Cardona Meléndez y/o Nemesia 

Diaz Garay (“Recurridos”) y Maximo Solar otorgaron “CONTRATO 

por instalación de sistema de energía fotovoltaico . . .” (“Contrato”).  

Conforme a las alegaciones presentadas en el foro administrativo 

 
1 Se asigna a la Hon. Alicia Álvarez Esnard según Orden Administrativa TA-2021-
001. 
2 Se asigna al Hon. Carlos I. Candelaria Rosa según Orden Administrativa TA-

2021-041. 
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por los Recurridos, estos acudieron a Maximo Solar para adquirir 

un sistema de placas solares. Por virtud de lo anterior, los 

Recurridos se reunieron con el señor Freddy Negrón (“señor 

Negrón”), en representación de Maximo Solar, para dialogar sobre 

sus necesidades de consumo eléctrico e identificar el producto 

idóneo para suplirlo. Conforme a las alegaciones presentados por 

los Recurridos, el señor Negrón les ofreció un sistema de placas 

solares por el precio de $16,000, financiado a través de Service 

Finance Co. LLC (“Service Finance”), y les manifestó que no tendrían 

que emitir pago alguno dentro del primer año del acuerdo. Los 

Recurridos arguyen, además, que el señor Negrón les aseguró que 

el sistema ofrecido sería suficiente para cubrir sus necesidades de 

consumo eléctrico e hizo varias otras representaciones. Por 

consiguiente, los Recurridos otorgaron el Contrato. No obstante, no 

recibieron copia del mismo.  

Posteriormente, los Recurridos alegaron que los trabajadores 

de Maximo Solar se personaron en su residencia para la instalación 

del sistema, pero dicha instalación no fue acorde a lo discutido con 

el señor Negrón e inclusive causó daños a la propiedad de los 

Recurridos. Además, el sistema luego arrojó problemas técnicos y 

nunca energizó la casa completa, según se había discutido con el 

señor Negrón. Por otro lado, los Recurridos alegaron que, antes de 

cumplirse el año desde la firma del Contrato y por tanto, dentro del 

término que se les aseguró que no tendrían que pagar el 

financiamiento de las placas fotovoltaicas, Service Finance le estuvo 

facturando por el financiamiento del sistema de placas solares sin 

que ellos hubieran recibido notificación alguna. También le 

imputaron a Maximo Solar haber falsificado sus firmas en varios 

contratos que estos nunca aprobaron, mediante la utilización de 

firma electrónica. Estos contratos incluían un Consumer loan 

application con Service Finance, un Retail installment contract, una 
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hoja de Additional terms and conditions y el Notice of right of 

rescission. 

Así las cosas, el 15 de mayo de 2018, los Recurridos 

presentaron Querella en contra de Maximo Solar y Service Finance 

ante el DACo. En síntesis, mediante la Querella, solicitaron la 

cancelación del Contrato celebrado entre las partes sobre 

adquisición y servicios de placas solares, entre otros remedios. 

Posteriormente, presentaron Moción asumiendo representación legal 

y Querella enmendada (“Querella enmendada”). Esta Querella 

enmendada incluyó las siguientes causas de acción: (1) nulidad de 

contrato; (2) prácticas y anuncios engañosos; (3) saneamiento por 

vicios ocultos; (4) incumplimiento de contrato; (5) daños y perjuicios; 

y (6) temeridad y honorarios. 

El 10 de marzo de 2020, Máximo Solar presentó Moción de 

desestimación por falta de jurisdicción de la materia, en la que 

argumentó que el DACo carecía de jurisdicción porque el Negociado 

de Energía de Puerto Rico (“NEPR”) tiene jurisdicción primaria 

exclusiva sobre casos y controversias relacionadas al sistema de 

interconexión al sistema de distribución de la Autoridad de Energía 

Eléctrica (“AEE”). Los Recurridos presentaron Oposición a la 

segunda solicitud de desestimación por falta de jurisdicción de 

Maximo Solar Industries, Inc., por virtud de la cual arguyeron que la 

controversia planteada versaba sobre las prácticas comerciales de 

Máximo Solar, por lo que DACo sí tenía jurisdicción para atender su 

querella. Así las cosas, el 7 de octubre de 2020, el DACo declaró No 

Ha Lugar la solicitud de Máximo Solar. El 27 de octubre de 2020, 

Maximo Solar solicitó reconsideración. No obstante, transcurrido el 

término dispuesto por ley para que una agencia administrativa 

atienda una solicitud de reconsideración, en este caso el DACo, no 

la atendió. Por consiguiente, la misma se consideró rechazada de 
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plano y comenzó a transcurrir el término para solicitar revisión 

judicial ante este Foro. 

Oportunamente, el 11 de diciembre de 2020, Máximo Solar 

recurre ante nos para y solicita revisión de la denegatoria del DACo 

y esboza los siguientes señalamientos de error: 

ERRÓ EL DEPARTAMENTO DE ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR AL ASUMIR JURISDICICON SOBRE 

UNA CONTRVOVERSIA DE INTERCONEXIÓN DE UN 
SISTEMA DE GENERACIÓN DISTRIBUIDA A LA RED 
DE LA AUTORIDAD DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y SU 

PARTICIPACIÓN EN EL PROGRAMA DE MEDICIÓN 
NETA DE LA REFERIDA CORPORACIÓN PÚBLICA, 

MATERIA QUE POR VIRTUD DE LA LEY NÚM. 57 – 
2014 ESTÁ BAJO LA JURISDICCIÓN DEL NEGOCIADO 
DE ENERGÍA DE PUERTO RICO. 

ERRÓ EL DEPARTAMENTO DE ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR AL ASUMIR JURISDICCIÓN SOBRE UN 
“ACUERDO PARA INTERCONECTAR GENERADORES 

CON EL SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN ELÉCTRICA DE 
LA AUTORIDAD DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y 

PARTICIPAR EN LOS PROGRAMAS DE MEDICIÓN 
NETA”, FIRMADO ENTRE LA AUTORIDAD DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA Y UNO DE LOS ABONADOS, 

MATERIA QUE POR VIRTUD DE LA LEY NÚM. 57 – 
2014 ESTÁ BAJO LA JURISDICCIÓN DEL NEGOCIADO 
DE ENERGÍA DE PUERTO RICO.  

Solicitó, además, que se le relevara de agotar los remedios 

administrativos, por haber clara falta de jurisdicción de la agencia. 

Luego de varios trámites procesales, el 29 de marzo de 2021, los 

Recurridos presentaron Alegato en oposición a recurso de revisión 

administrativa. Con el beneficio de la comparecencia de ambas, y 

ponderados los argumentos expuestos, partes pasamos a exponer el 

derecho aplicable.  

II. 

A. Jurisdicción 

Como cuestión de umbral, antes de considerar los méritos de 

un recurso, a este Tribunal le corresponde determinar si posee 

jurisdicción para atender el recurso ante su consideración. Véase 

Solá Gutiérrez et al. v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011). 

“Es norma reiterada que los tribunales deben ser celosos guardianes 

de su jurisdicción y el foro judicial no tiene discreción para asumir 
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jurisdicción allí donde no la hay”. García Ramis v. Serralles, 171 DPR 

250, 254 (2007) (Énfasis en el original). Esto nos impone el deber de 

examinar la jurisdicción antes de expresarnos.  

Cuando los tribunales carecen de jurisdicción deberán así 

declararlo y desestimar el recurso. Véase González v. Mayagüez 

Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  

Debido a que la jurisdicción es el poder o la 
autoridad que posee un tribunal para considerar y 

decidir un caso o una controversia, su ausencia trae 
consigo las consecuencias siguientes: (1) no es 
susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente conferírsela a un tribunal como 
tampoco puede éste abrogársela; (3) conlleva la nulidad 

de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales 
el ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; 
(5) impone a los tribunales apelativos el deber de 

examinar la jurisdicción del foro de donde procede el 
recurso, y (6) puede presentarse en cualquier etapa del 
procedimiento, a instancia de las partes o por el 

tribunal motu proprio. Solá Gutiérrez et al. v. Bengoa 
Becerra, supra, pág. 682 (Citas y elipsis omitidos).  

 

Como corolario de ello, la Regla 83(C) del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(C), nos faculta para 

desestimar un recurso por falta de jurisdicción, a iniciativa propia, 

por los motivos consignados en el inciso (B) de la referida Regla.  

B. Revisión Judicial de Decisiones Administrativa  

La revisión de decisiones administrativas se rige por la Ley de 

la Judicatura de Puerto Rico, 4 LPRA sec. 24u; la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (“LPAU”), 3 LPRA secs. 9601 

et seq. y la Parte VII de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B.  

En particular, la Sección 4.2 de la LPAU es clara y sujeta el 

ejercicio de la revisión administrativa al cumplimiento con dos 

requisitos: que se solicite revisión de una orden o resolución final y 

se hayan agotado los remedios administrativos. 3 LPRA sec. 9672.  

Una orden o resolución interlocutoria de una 
agencia, incluyendo aquellas que se emitan en procesos 
que se desarrollen por etapas, no serán revisables 
directamente. La disposición interlocutoria de la agencia 
podrá ser objeto de un señalamiento de error en el 

recurso de revisión de la orden o resolución final de la 
agencia. Íd. (Énfasis suplido). 
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Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que: 

  
De lo antes expuesto se puede colegir que son dos 

los requisitos para que el Tribunal de Apelaciones revise 
una orden o resolución emitida por una agencia: (i) que 
la parte adversamente afectada por la orden o 

resolución haya agotado los remedios provistos por la 
agencia, y (ii) que la orden o resolución sea final, y no 
interlocutoria. ARPE v. Coordinadora Unitaria de 
Trabajadores del Estado, 165 DPR 850, 866 (2005) 

(Citas y escolios omitidos)(Énfasis suplido). 
 

No empece que la LPAU establece la definición específica del 

término orden o resolución final, la misma dispone claramente en la 

Sección 3.14 los requisitos que debe contener. 3 LPRA sec. 9654. 

Además, el Tribunal Supremo ha sido enfático y ha reiterado que 

una orden o resolución final será “aquella que pone fin a todas las 

controversias dilucidadas ante la agencia y cuyo efecto es sustancial 

sobre las partes”. ARPE v. Coordinadora, supra, pág. 867 (Citas y 

escolios omitidos)(Énfasis suprimido).  

 En vista de lo anterior, si no se recurre de una orden o 

resolución final, el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción y 

está impedido de revisar la decisión administrativa. 

C. Agotamiento de Remedios Administrativos 

Por los fundamentos expuestos y al amparo de la LPAU, tiene 

legitimación para solicitar revisión judicial un parte “que haya 

agotado todos los remedios provistos por la agencia o por el 

organismo administrativo apelativo correspondiente”. 3 LPRA sec. 

9672. De aquí surge la norma jurisdiccional que evita que el 

Tribunal de Apelaciones intervenga cuando se haya incumplido con 

el requerimiento de agotar remedios administrativos. Este 

procura que cuando una parte desea obtener un 
remedio en una agencia, dicha parte tiene el deber de 

utilizar todas las vías administrativas a su alcance para 
ello antes de recurrir al foro judicial. Bajo los contornos 
de la misma, la revisión judicial de una decisión 
administrativa no está disponible, de ordinario, hasta 
que la parte afectada no haya concluido los 
procedimientos correctivos ofrecidos por el proceso 
administrativo. Guzmán y ortos v. ELA, 156 DPR 693, 

711 (2002)(Citas y escolios omitidos)(Énfasis suplido). 
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Es decir, “el propósito de la doctrina es determinar la etapa en 

la cual el litigante puede recurrir a los tribunales . . .” de esta 

manera se evita “una intervención judicial innecesaria y a destiempo 

que interfiera con el cauce y desenlace normal del proceso 

administrativo”. AAA v. UIA, 199 DPR 638, 656 (2018)(Cita, 

corchetes y comillas omitidos). No obstante, esta norma admite 

excepción en cualquiera de los siguientes supuestos: (1) cuando el 

remedio administrativo sea inadecuado; (2) cuando requerir el 

agotamiento resultaría en un daño irreparable y no se justifique en 

el balance de intereses; (3) cuando se alegue una violación 

sustancial a derechos constitucionales; (4) cuando sería inútil 

agotar el remedio por la dilación excesiva en los procesos; (5) cuando 

sea un caso de clara falta de jurisdicción de la agencia; o (6) cuando 

se trate de un asunto estrictamente de derecho, por lo que es 

innecesaria la pericia administrativa. Véase 3 LPRA sec. 9673. Sobre 

la excepción de clara falta de jurisdicción, el Tribunal Supremo ha 

expresado que: 

[P]ara que se active la excepción tiene que surgir que la 
agencia claramente no tiene jurisdicción . . . [S]olo en 
aquellos casos en los que la agencia administrativa 

carece realmente de jurisdicción, el proceso 
administrativo se convierte en final por no quedar 

asuntos o controversias pendientes de dilucidar por la 
agencia; solo entonces sería revisable por el Tribunal de 
Apelaciones. AAA v. UIA, supra, pág. 659 (Citas, 

comillas, corchetes y elipsis omitidos)(Énfasis suplido). 
 

En Vélez Ramírez v. Romero Barceló, el Tribunal Supremo 

enumeró criterios a considerarse en caso de un planteamiento de 

clara falta de jurisdicción:  

(1) el riesgo de que se ocasione un daño irreparable al 
afectado si el tribunal pospone su intervención dejando 

que prosigan los procedimientos, (2) el grado de claridad 
con que surja la ausencia o presencia de jurisdicción, y 
(3) la pericia que tenga la agencia para dilucidar 

las cuestiones pertinentes a su jurisdicción. 112 DPR 
716, 723-724 (1982)(Cita omitida). 
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  Por lo tanto, esta doctrina acepta que, ante una clara falta de 

jurisdicción, “ningún beneficio se obtiene obligando al litigante a 

mantenerse en la agencia hasta culminar el proceso”. Íd., pág. 725.  

Esto hace innecesario agotar los remedios “porque finalmente el foro 

judicial, con toda probabilidad, invalidaría el proceso”. Íd. Sin 

embargo, “en la medida que la cuestión jurisdiccional es menos clara 

y disminuyen estos riesgos, es adecuado compeler a que se agoten 

dichos remedios”. Íd. (Énfasis suplido).  

III 

Expuesto el marco jurídico, concluimos que carecemos de 

jurisdicción para revisar la Resolución del DACo. Maximo Solar 

recurre ante nos de una resolución interlocutoria y solicita que se le 

releve de agotar los remedios administrativos por virtud de la 

excepción de clara falta de jurisdicción. Nos plantea que el NEPR 

tiene jurisdicción primaria y exclusiva sobre casos y controversias 

de interconexión por lo que DACo carece de jurisdicción para 

atender el caso de epígrafe. No obstante, al examinar tanto la Ley de 

Transformación y ALIVIO Energético, Ley Núm. 57-2014, 22 LPRA 

sec. 1051 et seq. (“Ley Núm. 57”) como la Ley del Programa de 

Medición Neta en la Autoridad de Energía Eléctrica, Ley Núm. 114-

2007, 22 LPRA sec. 1011 et seq (“Ley Núm. 114”), a la luz de los 

hechos del expediente, no surge la clara falta de jurisdicción del 

DACo.  

Como señala Maximo Solar, la Ley Núm. 57 establece que el  

“[e]l Negociado de Energía tendrá jurisdicción primaria exclusiva 

sobre . . .  casos y controversias sobre trasbordo de energía eléctrica 

o interconexión con la red de transmisión y distribución . . .”. 22 LPRA 

sec. 1054c(a)(5)(Énfasis suplido). Por tanto, para resolver el 

planteamiento de Maximo Solar debemos, en primer lugar, definir 

este término. Conforme a la legislación aplicable, “interconexión” 

significa:  
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la conexión de centrales, empresas generadoras, 
productores independientes de energía, personas 

naturales o jurídicas, cooperativas de energía o 
eléctrica, microredes o comunidades solares a una 

misma red de transmisión y distribución de forma tal 
que estén eléctricamente conectadas. 22 LPRA sec. 
1051a(cc).  

 

Este concepto también se menciona en la Exposición de 

Motivos de la Ley Núm. 57: 

La Ley 114-2007 creó un Programa de Medición Neta, o 
“net metering”, para permitir la interconexión de clientes 
residenciales, comerciales e industriales con sistemas de 
generación de energía renovable a la red eléctrica de la 
Autoridad y el suministro de electricidad generada en 

exceso de la consumida por los clientes a dicha red. 
(Énfasis suplido). 
 

Entiéndase, la interconexión es un negocio entre la AEE con 

otros productores o consumidores para dar acceso a la red eléctrica. 

Por lo tanto, se considera que existe un caso o controversia sobre 

interconexión cuando el problema yace en el acceso a la red.   

Por su parte, Maximo Solar nos plantea que el DACo carece 

de jurisdicción de atender el caso de epígrafe porque versa sobre el 

“Acuerdo para Interconectar Generadores con el Sistema de 

Distribución Eléctrica de la Autoridad de Energía Eléctrica y 

Participar en los Programas de Medición Neta INDIVIDUOS” y es una 

controversia sobre interconexión que le corresponde a la jurisdicción 

primaria y exclusiva del NEPR. Sin embargo, como cuestión de 

hecho, los Recurridos alegaron ante el DACo que su Querella centra 

sobre el Contrato otorgado entre las partes para la adquisición e 

instalación de un sistema de placas solares. Aun si este Contrato 

tiene alguna relación con el “Acuerdo para Interconectar 

Generadores con el Sistema de Distribución Eléctrica de la 

Autoridad de Energía Eléctrica y Participar en los Programas de 

Medición Neta INDIVIDUOS” al que alude Maximo Solar en sus 

señalamientos de error, no surge del récord que la controversia 

trabada entre las partes tenga relación alguna con ello. Si ese fuera 

el caso, en su momento, Maximo Solar tendrá que establecer 
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mediante la presentación de evidencia que la controversia real del 

caso de epígrafe es sobre interconexión, pues, no surge del 

expediente ante nuestra consideración que lo sea. 

Consta en el expediente del caso de marras que se trata de 

una controversia contractual de adquisición de un producto, las 

placas fotovoltaicas, la provisión de un servicio, y la instalación de 

estas. Por lo tanto, no existe una clara falta de jurisdicción del DACo 

para atender la controversia de autos y Maximo Solar tenía que 

agotar los remedios administrativos.  

IV. 

Por los fundamentos esbozados, DESESTIMAMOS el presente 

recurso por falta de jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


